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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de abril de 2021. 

I. 

El 3 de octubre de 2014 el Departamento de Hacienda 

inspeccionó el local comercial del Sr. Cosme L. Rivera López.1 Al 

momento de la inspección, el Sr. Rivera López no aparecía registrado 

como comerciante en el Departamento de Hacienda ni tenía las 

correspondientes licencias para la venta de bebidas alcohólicas, 

cigarrillos y la operación de máquinas de juegos de azar. Ese mismo 

día el Negociado de Impuesto al Consumidor, mediante Notificación 

de Violaciones y Multas, impuso al Sr. Rivera López una multa 

administrativa de $45,000.00 a tenor con el Código de Rentas 

Internas. Igualmente, la Oficina de Permisos de Municipio de San 

emitió una Orden de Paralización mediante la cual ordenó el cese 

inmediato de las operaciones de la barra e impuso una multa de 

$1,000.00. 

 
1 La inspección se llevó a cabo a raíz de una querella recibida mediante la 

aplicación IVU Alerta. Dicha aplicación fue reemplazada por SURI Confidencia. 
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El 9 de octubre de 2014 el Sr. Rivera López radicó Querella 

ante la Secretaria de Procedimiento Adjudicativo del Departamento 

de Hacienda.2 Luego de varios trámites procesales, el 19 de octubre 

de 2016, se celebró la vista administrativa. El 2 de enero de 2020 la 

Secretaria de Procedimiento Adjudicativo emitió Resolución 

mediante la cual modificó y redujo las multas impuestas de 

$45,000.00 a $15,000.00. Inconforme aún, el 22 de enero de 2020, 

Sr. Rivera López presentó Moción de Reconsideración. En vista de 

que el Departamento de Hacienda no atendió la moción de 

reconsideración en el término estatutario, el 4 de marzo de 2020, el 

Sr. Rivera López acudió ante nos mediante recurso de Revisión 

Judicial. Plantea: 

Erró el Departamento de Hacienda al concluir, sin 
evidencia alguna, que el peticionario operaba un 
“negocio” o establecimiento comercial que 

justificaran las multas emitidas bajo el Código de 
Rentas Internas. 

 

 El 15 de junio de 2020 concedimos al Sr. Rivera López término 

de 30 días para que nos elevara la transcripción de la vista 

administrativa. En igual plazo, ordenamos al Departamento de 

Hacienda elevar copia del expediente administrativo y nos mostrara 

causa por la cual no debíamos revocar el dictamen recurrido. El 23 

de octubre de 2020 la Oficina del Procurador General compareció 

mediante Escrito en Cumplimiento de Orden. Contando con la 

comparecencia de ambas partes, el beneficio de los documentos que 

obran en el expediente y el estudio de las normas jurídicas y la 

jurisprudencia aplicable, procedemos a resolver. 

II. 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico (LPAU), Núm. 38-2017, según enmendada,3 

 
2 Alegó que mientras se celebraba un cumpleaños en su hogar, los agentes de 

rentas internas y de orden público entraron sin permiso y confiscaron varios 

bienes de su pertenencia. 
3 3 LPRA sec. 9601 et seq. 
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dispone el alcance de la revisión judicial de las determinaciones de 

las agencias. Tanto la referida Ley como la jurisprudencia aplicable 

establecen que la función revisora de las decisiones administrativas 

concedida a los tribunales apelativos consiste esencialmente en 

determinar si la actuación de la agencia fue dictada dentro de las 

facultades que le fueron conferidas por ley y si la misma es legal y 

razonable.4 Al respecto, es norma de derecho claramente establecida 

que los tribunales apelativos han de conceder gran deferencia y 

consideraciones a las decisiones de los organismos administrativos 

en vista de la vasta experiencia y conocimiento especializado.5 Por 

lo tanto, los tribunales deben ser cautelosos al intervenir con las 

decisiones administrativas.6  

Es por estas razones que, como principio axiomático, las 

decisiones de los foros administrativos están investidos de una 

presunción de regularidad y corrección.7 La presunción de 

corrección que acarrea una decisión administrativa, deberá 

sostenerse por los tribunales a menos que la misma logre ser 

derrotada mediante la identificación de evidencia en contrario que 

obre en el expediente administrativo.8 Ello, debido a que los 

tribunales deben dar deferencia a las determinaciones de las 

agencias sobre asuntos que se encuentren dentro del área de 

especialidad de éstas.9  

Asimismo, al momento de revisar una decisión administrativa 

el criterio rector para los tribunales será la razonabilidad en la 

 
4 T–JAC v. Caguas Centrum, 148 DPR 70 (1999). 
5 Mun. de San Juan v. Plaza Las Américas, 169 DPR 310, 323 (2006); Hernández 
Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 615–616 (2006). 
6 Metropolitana, S.E. v. ARPE, 138 DPR 200, 213 (1995); Viajes Gallardo v. Clavell, 
131 DPR 275, 289–290 (1992). 
7 García v. Cruz Auto Corp., 173 DPR 870 (2008); Vélez v. ARPE, 167 DPR 684 

(2006); Rivera Concepción v. ARPE, 152 DPR 116, 123 (2000). 
8 E.L.A. v. P.M.C., 163 DPR 478 (2004); Misión Ind. P.R. v. Junta de Planificación, 

146 DPR 64, 130 (1998); ARPE v. Junta de Apelaciones Sobre Construcciones y 
Lotificaciones, 124 DPR 858 (1989). 
9 Rivera Concepción v. ARPE, supra; Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. v. C.E.S., 133 DPR 

521 (1993).  
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actuación de la agencia.10 Hay que determinar si la agencia actuó 

arbitrariamente o ilegalmente, o de manera tan irrazonable que su 

actuación constituyó un abuso de discreción.11 Utilizando un 

criterio de razonabilidad y deferencia, los tribunales no deben 

intervenir o alterar las determinaciones de hechos de un organismo 

administrativo “si las mismas están sostenidas por evidencia 

sustancial que surja del expediente administrativo considerado en 

su totalidad”.12  

A estos fines, se ha definido evidencia sustancial como 

“aquella [evidencia] pertinente que una mente razonable pueda 

aceptar como adecuada para sostener una conclusión”.13 Para 

establecer la alegación de ausencia de tal evidencia sustancial, la 

parte afectada debe demostrar que existe “otra prueba en el récord 

que razonablemente reduzca o menoscabe el peso de tal evidencia 

hasta el punto de que un tribunal no pueda concienzudamente 

concluir que la evidencia sea sustancial [...] hasta el punto que se 

demuestre claramente que la decisión [de la agencia] no está 

justificada por una evaluación justa del peso de la prueba”.14 

En otras palabras, la parte recurrente viene obligada a 

derrotar la presunción de corrección de los procesos y de las 

decisiones administrativas.15 Para lograr ese objetivo, tiene que 

demostrar que existe otra prueba en el récord que menoscabe el 

valor probatorio de la evidencia impugnada. Si la parte afectada no 

demuestra la existencia de esa otra prueba, las determinaciones de 

hechos de una agencia deben ser sostenidas por el tribunal 

revisor.16 

 
10 Rebollo Vda. de Liceaga v. Yiyi Motors, Motor Ambar, Inc., 161 DPR 69 (2004). 
11 Asociación de Vecinos Tulip/Monteverde, Inc. v. Junta de Planificación, 171 DPR 

863 (2007); Marina Costa Azul v. Comisión, 170 DPR 847 (2007). 
12 Otero Mercado v. Toyota de P.R. Corp., 163 DPR 716 (2005); Domingo Talavera 

v. Caguas Expressway Motors, Inc., 148 DPR 387 (1999). 
13 Ramírez v. Depto. de Salud, 147 DPR 901, 905 (1999). 
14 Metropolitana S.E. v. ARPE, supra, pág. 213.  
15 Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. v. C.E.S., supra, pág. 532. 
16 Ramírez v. Depto. de Salud, supra, pág. 905.  
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Ahora bien, cuando se trate de conclusiones de derecho que 

no involucren interpretaciones efectuadas dentro del ámbito de 

especialización de la agencia, éstas serán revisables por los 

tribunales sin circunscribirse al razonamiento que haya hecho la 

agencia.17 Cuando se trate de la revisión de determinaciones que 

estén entremezcladas con conclusiones de derecho, el foro judicial 

tendrá amplia facultad de revisión, como si se tratara de una 

cuestión de derecho propiamente.18 

III. 

 Según el Sr. Rivera López, el Departamento de Hacienda erró 

al concluir que él operaba un negocio comercial sin las 

correspondientes licencias y que, como consecuencia de esa errada 

conclusión, le impusiera multas administrativas. Arguye en su 

alegato, que: 1) el local inspeccionado es su residencia privada; 2) él 

estaba celebrando un cumpleaños, la razón por la cual había 

bebidas alcohólicas; 3) los cartones de cigarrillos eran de su uso 

personal; y 4) las maquinas estaban apagadas y eran prestadas. 

Sostiene que su testimonio no fue rebatido en la vista administrativa 

No le asiste la razón. Veamos. 

 En su Resolución, la Secretaría de Procedimiento Adjudicativo 

formuló las siguientes determinaciones de hecho: 

1. El 3 de octubre de 2014, Agentes de Rentas Internas 

inspeccionaron a la parte Querellante. 

2. La multa fue notificada utilizando el modelo SC 2327 

titulado “Inspección de Negocio – Notificación de 

Violaciones y Multas”, Rev. 7/abril/14 (“Modelo SC 

2327”), notificando al Querellante una multa 

administrativa por la cantidad de $45,000.00 por 

alegadamente haber violado las Secciones 

6042.14(g)(1) Y (2), 6042.14(b)(1)(A), 3050.01(c)(2) y 

3050.03 del Código.19 

3. En el local comercial del Querellante había, en el 

momento de la inspección, 4 máquinas de 

pasatiempo. 

 
17 Rivera v. A & C Development Corp., 144 DPR 450 (1997). 
18 Íd., pág. 461.  
19 13 LPRA §33144; 13 LPRA §3171113; LPRA §31713. 
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4. El Querellante no contaba con una licencia 

requerida en todo negocio, establecimiento o local 

donde operen cuatro (4) o más máquinas o artefactos 

de pasatiempo manipulados con monedas o fichas, 

o mesas de billar. 

5. Al momento de la inspección al negocio del 

Querellante, el 3 de octubre de 2014, el inciso (g) de 

la sección 6042.14, no existía en el Código.20 

6. La parte Querellante, al momento de la inspección, 

no poseía una Licencia bajo los Subtítulos C O E, 

Sección 6042.14(b)(1)(A).21 

 

Ante estos hechos, el Foro Administrativo sostuvo las multas 

administrativas de $15,000.00 impuesta bajo las Secciones 

6042.14(b)(1)(A) y 3050.03 del Código22 y dejó sin efecto las multas 

administrativas de $30,000.00, impuestas bajo las Secciones 

6042.14 (g)(1) Y (2) y 3050.01(c)(2) del Código.23 Como fundamento 

para eliminar la multa impuesta bajo Sección 6042.14(g)(1) Y (2) del 

Código razonó que el apartado (g) no existía al momento de los 

hechos y, que el Sr. Rivera López no podía mostrar unas licencias 

que no podía adquirir previamente. 

Luego de evaluar la totalidad del expediente, no encontramos 

méritos a las alegaciones del Sr. Rivera López. No ha podido 

convencernos bajo el estándar de revisión correspondiente en estos 

casos, que el dictamen que impugna adolece de prejuicio, 

arbitrariedad o imparcialidad. Falló, además, en demostrar que, a 

luz de la evidencia que consta en el expediente, la actuación de la 

Secretaría de Procedimiento Adjudicativo fue irrazonable. 

Consideramos que el dictamen recurrido, a la luz de la prueba 

sometida y acogida es correcto, por lo que tampoco debemos 

intervenir con tal decisión.   

 

 

 
20 Supra. 
21 Supra 
22 Supra. 
23 Supra. 
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IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma el dictamen 

recurrido. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


